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      Comienza este breve ensayo con una sintética cronología de la política exterior mexicana durante el periodo comprendido entre 1960 y el año 2000. Se han subrayado la incerteza y las contradicciones que marcan actualmente las elecciones políticas del país en el campo internacional, a caballo entre la opción de una política exterior independiente y la opción de mantener relaciones privilegiadas con el potente vecino del norte. El papel de Estados Unidos fue fundamental en el pasado y continúa siéndolo, y se estudia detalladamente en este artículo. A su vez, se analiza también el papel de México en el ámbito del sistema de las Naciones Unidas y de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), sistema basado en relaciones multilaterales que el país cultivó a fin de contrarrestar el creciente unilateralismo impuesto por Estados Unidos. Se señala aquí igualmente la subordinación del rol de las relaciones con el resto de América Latina, cuya relevancia disminuye mientras que aumenta la importancia de las relaciones con algunos países asiáticos y con la Unión Europea. Por último, se concluye con algunas reflexiones sobre la dirección que pueda adoptar la política exterior mexicana en el siglo recién iniciado.




       




       




      Política exterior desde los años sesenta hasta el 2000




       




      Antes de 1970 los gobiernos mexicanos habían dado prioridad a los problemas del desarrollo económico y de la estabilidad interna. Por el contrario, se consideraba menos importante mantener un papel activo en el sistema político internacional, altamente condicionado por la Guerra Fría que tenía lugar entre las dos superpotencias. Dada su estrecha dependencia económica de Estados Unidos, a México no le convenía una toma de postura demasiado clara respecto a la lucha ideológica en curso. Esto último, sin embargo, no había impedido que la política exterior se hubiera usado para defender ciertos intereses de relevancia política y diplomática: por ejemplo, en contraste con la posición tomada por la mayor parte de los países miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA), México había condenado la invasión de Guatemala (1954) y la de la República Dominicana (1964), había rechazado las sanciones impuestas contra el gobierno de Castro en Cuba y renunciado a romper las relaciones diplomáticas con este país.




      Asimismo, otra decisión importante fue la de apoyar el desarme, tanto en la ONU como a nivel regional, favoreciendo la firma de un tratado, en 1967, que prohibía las armas nucleares en América Latina y en el Caribe. En definitiva, pues, México se escudaba en una consolidada tradición diplomática, basada en defender los principios del derecho internacional de no intervención y de autodeterminación, a fin de reafirmar su propia independencia de Estados Unidos y a fin de mantener viva su autonomía de la política exterior americana, a pesar de (o, de hecho, quizás a causa de) una innegable situación de supeditación económica.




      Con la intención de fortalecer las relaciones internacionales y empujado por las crecientes dificultades económicas internas, el presidente Echeverría intensificó los viajes al extranjero y las relaciones diplomáticas, se decantó abiertamente a favor del movimiento de países del Tercer Mundo y entabló relaciones más estrechas con algunos países latinoamericanos, concretamente con el Chile de Salvador Allende y con Cuba. El punto álgido de este intenso esfuerzo diplomático fue la promoción de una Carta de Derechos y Deberes Económicos de los Estados que buscaba iniciar un nuevo orden económico internacional, basado en una mayor igualdad, cooperación y respeto de la soberanía de cada país.




      En un periodo en el que el sistema político mexicano continuaba anclado en un modelo autoritario, centrado en el predominio de un partido, la política exterior representaba también un instrumento para distraer la atención de la opinión pública de los problemas internos, de la falta de libertad y de la represión de la oposición, circunstancias dramáticamente ejemplificadas por la matanza de estudiantes en la plaza de Tlatelolco (1968). Apoyar a Castro enfatizaba la imagen de un partido de pasado revolucionario, aunque sus prácticas quedasen ya alejadas de las intenciones de los orígenes, a la vez que reforzaba el prestigio de México en el ámbito del movimiento de los países del Tercer Mundo.




      La evolución económica a principios de los años setenta, tras finalizar el proceso de sustitución de las importaciones, se caracterizó por una creciente participación del Estado en las actividades económicas internas. El nuevo objetivo era encontrar otros mercados para las exportaciones en Europa y Japón, pero también en los países emergentes del Tercer Mundo, de los que Echeverría se proponía a sí mismo como representante ideal y defensor dentro del panorama político internacional. El proyecto, no obstante, fracasó: aumentó de manera importante la deuda externa, se devaluó el peso, se produjo una fuga de capitales y empeoró la balanza de pagos con el extranjero, llevando al país a aceptar un plan de resaneamiento propuesto por el FMI. Tan sólo a finales de los años setenta los ingresos derivados de la venta de petróleo y una cierta mejoría económica permitieron que el país recuperara fuerzas y se rehiciera de forma notable dentro del marco de la política exterior regional, relativamente desatendida por el coloso americano durante la presidencia de Carter.




      El nuevo presidente, López Portillo, continuó la labor de incrementar los contactos internacionales promoviendo un programa mundial para la energía en el ámbito de la ONU y un diálogo más intenso entre los países del norte y del sur. Ahora bien, la acción más relevante de este periodo tuvo que ver con América Central: México apoyó abiertamente el movimiento guerrillero de los sandinistas, luego en el poder en Managua, y apoyó también a la oposición armada en El Salvador, manteniendo al mismo tiempo relaciones diplomáticas con el gobierno del país. El esfuerzo de mediar entre los distintos grupos contrapuestos se materializó en 1982 a través de un amplio plan de paz, que incluyó a Estados Unidos y Cuba, así como a las partes directamente interesadas dentro de cada uno de los países mencionados. El plan, sin embargo, no suscitó entusiasmo y México terminó con desen­canto formando parte de un grupo de mediación regional, el Grupo Contadora, apoyado por el presidente De la Madrid, en el que también participaban Colombia, Venezuela y Costa Rica.




      En el contexto de un enfoque más marcadamente multilateral, también las posturas políticas del país se difuminaron, lo que produjo un progresivo distanciamiento de las posturas sandinistas y el reconocimiento de algunas mejoras en la situación política de El Salvador. Las perspectivas de México y de los Estados Unidos, especialmente en cuestiones de carácter económico, volvieron a converger en los años ochenta con la paulatina liberalización de la economía de México. La declaración del gobierno mexicano de 1982 de no poder llevar a cabo el pago de la deuda externa, la mayor parte contraída con el gobierno y con bancos de Estados Unidos, instaron al vecino del norte y al Fondo Monetario Internacional a pedir una serie de profundas reformas económicas, basadas en la liberalización, la reducción de las importaciones y recortes en el gasto público. Las reformas fueron aprobadas y, a principios de los años noventa, a pesar de que la situación económica no dio señales de haber mejorado sustancialmente, México era ya considerado un «país deudor modelo», sobre todo por su apertura progresiva al sistema económico internacional, demostrada con su adhesión al General Agreement on Tariffs and Trade (GATT) en 1986 y posteriormente al Tratado de Libre Comercio (TLC).




      No obstante, no faltaron motivos de tensión entre los dos países: en 1986 Estados Unidos aprobó una nueva ley para regular la inmigración ilegal procedente de México. La Immigration Reform and Control Act (IRCA), que prohibió dar trabajo a los inmigrantes ilegales en Estados Unidos, desencadenó una fuerte protesta al otro lado de la frontera sur del país. El tráfico de droga desde México a Estados Unidos fue otro tema crítico que volvió a escena en el transcurso de los años ochenta. El asesinato de un miembro de la DEA (Drug Enforcement Agency) en Guadalajara, posiblemente a manos de traficantes mexicanos, condujo a Estados Unidos a tomar una serie de medidas unilaterales para combatir el problema, entre ellas el arresto en México de un ciudadano mexicano al que se le consideraba implicado en el asesinato. Las relaciones bilaterales entre los dos países se deterioraron y se intensificaron las críticas estadounidenses contra la ineficiencia y la corrupción de las autoridades políticas mexicanas.




      La disminución de los precios del crudo y la nueva política intervencionista de la administración de Reagan redujeron el espacio de acción diplomática y llevaron a un replanteamiento del papel mexicano en el área. El sucesor de De la Madrid en la presidencia, Carlos Salinas, fue elegido en un clima político de gran movilización durante el cual el PRI, por primera vez en la historia, debió afrontar una notable oposición política, tanto de la derecha como de la izquierda. En este contexto, el nuevo presidente enfatizó el protagonismo de las relaciones privilegiadas con Estados Unidos: bajo su mandato se aprobó el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos y con Canadá (TLC) que creó una zona de librecambio entre los tres países, lo que ratificó el final de las políticas proteccionistas del periodo de la industrialización por sustitución de las importaciones y superó la prudente distancia mantenida tradicionalmente respecto al coloso del norte.




      El proceso de liberalización política iniciado años antes —como lo analiza con precisión Rogelio Hernández Rodríguez en este libro— permitió la alternancia política y la llegada a la presidencia de la República, en unas elecciones transparentes y fiables, del partido de oposición, el Partido de Acción Nacional (PAN). Dos decenios de elecciones abiertas, ampliamente garantizadas por el Instituto Federal Electoral (IFE) y sus institutos correlativos en las entidades federativas, alteraron radicalmente el mapa geopolítico de México. En todos los 32 estados de la República y en todo cargo de elección popular, gobernadores, 32 congresos estatales, en más de dos mil gobiernos municipales en el Congreso de la Unión y en la presidencia de la República, debieron contender y gobernar con representantes de diversos partidos. El pluripartidismo, en todos los órganos de representación, se vio correspondido e impulsado por una sociedad demandante y participativa. La sociedad ha impuesto límites al presidencialismo, los partidos ahora deben estar más atentos a las demandas ciudadanas y el presupuesto es ahora —y por vez primera— motivo de debate. Ya no se aprueba la iniciativa de presupuesto que envía el Ejecutivo sin discusión. En materia de derechos humanos se ha avanzado, pues incluso el TLC y los tratados firmados con Europa imponen la cláusula democrática; se aceptó, por ejemplo, la jurisdicción del Tribunal Interamericano de los Derechos Humanos y de la Corte Penal Internacional, se admitió la presencia dentro del propio suelo de representantes de la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos y se firmaron una serie de tratados con Estados Unidos con cláusulas de democratización. Éstas decretaban como requisito adicional de los tratados internacionales el respeto a las formas políticas democráticas. La aceptación de estas cláusulas y la voluntad de abrirse al escrutinio de otros países y de organizaciones internacionales, sin embargo, estaban constantemente seguidas de inequívocas declaraciones sobre la soberanía absoluta del país, del rechazo de mediaciones internacionales sobre cuestiones punzantes como Chiapas (por ejemplo la mediación propuesta por Naciones Unidas), y del propósito de que la propia autoridad interna quedase fuera de discusión. En definitiva, resultaba conveniente informar sobre los problemas relacionados con los derechos humanos, reduciendo de esta manera la condena internacional, siempre y cuando la autoridad política interna no fuera cuestionada.




       




       




      Naturaleza y orientación de la política exterior mexicana




       




      El periodo que sigue a 1989 está marcado por grandes transformaciones internacionales: la crisis de la superpotencia soviética, la progresiva globalización económica y la difusión de gobiernos más democráticos en cada lado del globo. Estos impetuosos acontecimientos conmocionaron también a México, con la apertura hacia el exterior de la economía nacional, ratificada mediante el Tratado de Libre Comercio de América del Norte y el profundo cambio del sistema político que condujo a una progresiva apertura: las elecciones presidenciales de 2000 fueron ganadas por un partido de la opo­sición por primera vez desde hacía 70 años. No obstante, este arranque inicial en parte se debilitó: por un lado surgieron críticas generalizadas al tratado con Estados Unidos; por el otro, la actuación política dio signos de caducidad e incerteza.




      Las contradicciones de un desarrollo político y económico turbulento se reflejaron con claridad en la política exterior más reciente. Por un lado, a pesar de los profundos cambios, la actitud de México ante el mundo continúa siendo defensiva, como consecuencia de las experiencias políticas del siglo XIX y de los primeros años del periodo revolucionario. México fue uno de los países que con mayor rigor apoyó en el pasado la protección de los principios del derecho internacional, especialmente en cuanto a la no injerencia, garantizándose un cierto grado de independencia respecto al incómodo vecino del norte y legitimando, a nivel internacional, una imagen revolucionaria.




      El principio de no injerencia en los asuntos internos había sido proclamado para defenderse de posibles intervenciones armadas por parte de Estados Unidos: la dura experiencia de la «guerra de la invasión norteamericana», que tuvo lugar entre 1847 y 1848, así como las fuertes intromisiones durante el confuso proceso revolucionario, con las consiguientes pérdidas territoriales y la dificultad de proteger las reformas sociales conseguidas tras 1917, continuaban en el recuerdo del pueblo mexicano. Por otra parte, en México prevaleció durante largo tiempo un sistema político en el que un solo partido dirigía las instituciones políticas y también las sociales. Tal sistema, aun siendo esencialmente autoritario, estaba tradicionalmente basado en la captación de trabajadores y de campesinos, que permitía al gobierno presentarse como el representante de una revolución política y social y como el defensor internacional de regímenes progresistas que apelaban a grupos sociales oprimidos y a una tradición revolucionaria, en especial la Unión Soviética y Cuba.




      Aunque continúen siendo importantes, tales políticas y modo de pensar se encuentran hoy en día en conflicto con las recientes medidas de apertura económica. El resultado fue una creciente incerteza sobre la naturaleza y la orientación de la política exterior del país. La lucha doméstica por el poder ha agravado la situación: el liderazgo político y los medios de comunicación prestan poca atención a los problemas de la política exterior y del papel político y económico de México en el mundo, lo que aumenta la falsa percepción de una irrelevancia de tales problemas. A su vez, se aplazaron temporalmente decisiones que debieron ser tomadas inmediatamente, como las medidas internas necesarias para lograr que la economía, que se había decidido abrir al mundo, fuera más competitiva. En el país, en definitiva, no existe hoy una posición compartida sobre el papel internacional que se debería adoptar.




      Las élites políticas, económicas y académicas mexicanas estaban profundamente divididas y avanzaban interpretaciones y recomendaciones contrapuestas. En una encuesta de opinión, una clara mayoría de mexicanos, tanto entre la población en general como entre un reducido grupo de líderes de opinión, defendió que el país debe desarrollar una política exterior independiente, no limitarse a seguir el liderazgo impuesto por Estados Unidos en el área. Esta posición, sin embargo, no fue apoyada por los principales hombres de negocios, quienes vieron con preocupación cada decisión que pudiera provocar incomprensión o verdaderos problemas con el vecino del norte. Para estos últimos, sería aconsejable una mayor moderación, a la luz de los preponderantes y crecientes intereses económicos comerciales entre los dos países.
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